RELACIÓN DE I. KANT CON OTROS AUTORES.


El pensamiento político se enmarca dentro de la corriente conocida como contractualismo. Su pensamiento surge en un clima de optimismo propio del período ilustrado y recoge las influencias de otros teóricos importantes como Montesquieu, Rousseau o Hobbes. 

En efecto, Kant introdujo en su filosofía práctica la idea de contrato social que conoció gracias a la obra de Rousseau. Sin embargo, entre ambos planteamientos existe un salto cualitativo importante. Para Kant, el contrato social es una idea regulativa de la razón práctica, un postulado trascendental, es decir, el contrato social es ya una norma en sí mismo. Una idea de la razón pero con indudable vinculación práctica, pues obliga al legislador a que actúe “como si” las leyes que dicte pudieran haber nacido de la voluntad general de todos. Esta voluntad general y la idea de contrato social representan, pues, un ideal de la razón. Esto significa que no se trata de hipótesis históricas, ni de algo que se podrá realizar en un futuro más o menos utópico, sino simplemente que son un punto de referencia regulativo para legitimar o deslegitimar las prácticas políticas reales. En Rousseau, la voluntad general es la voluntad unida de todo el pueblo, que solo atiende al interés común, frente a la voluntad de todos, que no es sino una suma de las voluntades particulares, y que sólo atienden a intereses particulares. 


Además, existe otra importante diferencia con respecto a la idea de soberanía. En efecto, para Rousseau la soberanía recae en el pueblo, es decir, el auténtico soberano es la voluntad unida de todo el pueblo, de tal manera que ese mismo pueblo sometido a leyes debe ser el legislador de las mismas. Todo el pueblo es legislador. Para Kant, el soberano, monarca o diputados, es elegido por el pueblo, por los ciudadanos. Los legisladores son representantes del pueblo, a diferencia de Rousseau. Ahora bien, Kant distingue entre ciudadanos pasivos y ciudadanos activos, y otorga el derecho de participación política —derecho de ciudadanía— a los ciudadanos activos. El fundamento de esta distinción es la independencia económica de los individuos. Así pues, ciudadano activo, que no depende de otros para su supervivencia, puede participar en la elección de sus representantes políticos. Quedan excluidos de la participación política los ciudadanos pasivos (asalariados) las mujeres y los niños, que lo único que pueden hacer es dar su consentimiento sin más a las leyes.


La concepción del contrato social kantiana guarda también semejanzas y diferencias con el contractualismo que Th. Hobbes desarrollará un siglo antes. Tanto para un autor como para otro, la necesidad del contrato social es consecuencia de la situación de guerra y violencia entre los hombres. Kant aquí se aleja de Rousseau, que creía que el hombre en el estado de naturaleza es bueno y que es la sociedad quien lo corrompe. En el estado de naturaleza el hombre no es pacífico y bueno, sino más bien, como advirtiera Hobbes, un lobo para el hombre. Esa situación de violencia es la que exige la paz. Desde esta perspectiva, la paz se convierte en un deber moral. Y esta es la diferencia con Hobbes: la razón práctica obliga a evitar la guerra y buscar la paz. Alcanzar el Estado civil es una obligación moral. Para Hobbes, abandonar el estado de naturaleza es una exigencia que obedece a razones pragmáticas como el miedo a la muerte, la búsqueda del bienestar y la comodidad y el interés de salvaguardar la vida.


Existe aún otra importante diferencia entre Kant y Hobbes relativa al papel del soberano. Así, mientras el soberano de Hobbes posee un poder ilimitado, el soberano kantiano estará siempre limitado por la idea de contrato social y la idea de voluntad general, que le obligan a dictar sus leyes como si fuesen resultado de la voluntad unida del pueblo. No obstante, en ambos casos se considera fundamental el papel de un poder coactivo que garantice el cumplimiento de las normas. Ese poder coactivo no es contemplado por Rousseau, quien considera que la coacción no resulta necesaria para mantener el orden y la cohesión, sino que cada uno queda ‘tan libre como antes’, pues, al haberse unido a todos y formar parte de ese cuerpo que es la sociedad legisladora, cada uno sólo obedece a sí mismo.

Otro autor de no menos importancia al que hacíamos referencia anteriormente es Montesquieu. De él recoge Kant un elemento esencial: la división de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial. Tal división es esencial, pues garantiza que las formas de gobierno, en general, no se vuelvan despóticas. Si no hay fuerza que se oponga a los arbitrios del soberano, pues tanto el ejército, como la ley y su aplicación están de su parte, el gobierno degenera en el autoritarismo y el capricho de los gobernantes. Porque hay oposición de poderes hay protección de derechos, y se ha mostrado históricamente que los Estados a los que nada se les opone concluyen siendo Estados totalitarios. Por lo tanto, lo que Montesquieu defendía ya era una forma jurídica de organización política con un equilibrio de poderes. 


Podemos concluir señalando la estrecha vinculación que guarda el pensamiento político de Kant con autores contemporáneos como J. Rawls. Se trata de uno de los principales protagonistas de la rehabilitación de la filosofía práctica kantiana. Rawls habla de una ‘sociedad internacional’, en la que tendrían cabida, según el principio liberal de tolerancia, toda sociedad con tal de que sea una ‘sociedad bien ordenada’. Este criterio significaría ser una sociedad no expansioncita, pacífica, con un sistema legal que garantice cierta legitimidad y que respete los derechos humanos básicos: derecho a la vida y a la seguridad, derecho a la propiedad privada, a la libertad de conciencia, asociación y a la emigración. 

Por su parte, Habermas recoge y reformula la idea kantiana de un derecho cosmopolita a la luz no de una débil federación de Estados libres, donde cada Estado continuase siendo libre e independiente, sino de un Estado mundial, una autoridad coercitiva capaz de imponer decisiones e imponer la paz. Un Estado mundial que garantice una ciudadanía única a todos los habitantes del planeta al tiempo que vincule a los diferentes Gobiernos estatales. En este sentido, señala Habermas, la Sociedad de Naciones y la ONU marcan dos hitos históricos, dos pasos fundamentales, dentro de una primera fase, para la consecución de esa ‘democracia cosmopolita’. Una meta que Habermas propone y que debe girar en torno a tres aspectos claves: un parlamento universal con representación directa de todos los ciudadanos del mundo; un Tribunal de Justicia que tuviera competencia universal y un Consejo de Seguridad con pautas nuevas sobre la elección de los miembros y sobre la capacidad de voto. Y todo ello recuperando el ideal universal que guiaba el proyecto kantiano: la paz perpetua. 
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